
  

 
 

 

E: paniaguacohenabogadossas@gmail.com 
T: (5) 2 75 06 44 
C: (+57) 316 691 4837 - (+57) 320 666 7508  
NIT 900.738.764 - 1 

 

Señores 
JUZGADO VEINTISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  

SECCIÓN SEGUNDA  

E.S.D 

 

RADICACIÓN: 11001-33-35-027-2019-00461-00  

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES  

DEMANDADO: FABIO AMAYA HERRERA  

VINCULADO: FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS  

PROTECCIÓN S.A. 

 

REF: RECURSO DE APELACIÓN EN CONTRA DEL AUTO INTERLOCUTORIO  0015 

 

YASMIN ESTHER DE LUQUE CHACIN, mayor de edad, vecina, domiciliada y 

residente en el Distrito de Santa Marta, identificada como aparece al pie de mi 

firma, en mi condición de Apoderada Sustituta de la Doctora ANGELICA MARGOTH 

COHEN MENDOZA, identificada con la cedula de ciudadanía N° 32709957 y T.P N° 

102275 del CSJ., quien actúa en condición de Representante Legal de PANIAGUA & 

COHEN ABOGADOS S.A.S. y a la vez Apoderada Principal de la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES-, de acuerdo con la escritura 

pública N° 395 de fecha 12 de febrero de 2020 otorgada ante la Notaria Once (11) 

del Círculo de Bogotá, respetuosamente acudo a usted con el objeto  de presentar 

RECURSO DE APELACIÓN EN CONTRA DEL AUTO INTERLOCUTORIO  0015 de fecha  trece 

(13) de enero de dos mil veintitrés (2023)., mediante el cual se ordenó NEGAR la medida 

cautelar de SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la resolución SUB 64680 del 8 de marzo de 2018, 

expedida por la Administradora Colombiana de Pensiones: 

ARGUMENTOS FÁCTICOS Y JURÍDICOS 

PROCEDIBILIDAD DEL RECURSO:  

El recurso incoado resulta procedente de conformidad con lo señalado en el numeral 

5º del artículo 62 de la ley 2080 del 25 de enero de 2021, por medio de la cual se 

reforma el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, en lo que hace referencia a las 

actuaciones que son susceptibles del recurso de apelación. 

(…)  

5. El que decrete, deniegue o modifique una medida cautelar. 

 

Ahora bien respecto de la aplicación de la ley 2080 de 2021, es importante señalar 

lo que el articulo; 

“Artículo 86. Régimen de vigencia y transición normativa. La presente ley rige a 

partir de su publicación, con excepción de las normas que modifican las 

competencias Uf: los juzgados y tribunales administrativos y del Consejo de Estado, 

las cuales solo se aplicarán respecto de las demandas que se presenten un año 

después de publicada esta ley. Las nuevas reglas del dictamen pericial contenidas en 

la reforma a los artículos 218 a 222 del Código de Procedimiento Administrativo y 
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de lo Contencioso Administrativo, ~e aplicarán a partir de la publicación de la 

presente ley para los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 

2011 en los cuales no se hayan decretado pruebas. De conformidad con el artículo 

40 de la Ley 153 de 1887, modificado por el artículo 624 del Código General del 

Proceso, las reformas procesales introducidas en esta ley prevalecen sobre las 

anteriores normas de procedimiento desde el momento de su publicación y solo 

respecto de los procesos y trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. En 

estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, 

las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren 

comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén 

surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se 

decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr 

los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las 

notificaciones. “ 

Esto significa que es perfectamente viable la prosperidad del recurso de apelación 

interpuesto. 

ANTECEDENTES 

A través del auto referido, el despacho niega el decreto de la medida cautelar solicitada con 

la demanda atendiendo a los siguientes argumentos: 

En el citado auto, el despacho argumenta: 

“Conforme a lo anterior y descendiendo al caso concreto, se advierte que la solicitud cumple con el 

primer “requisito común de índole formal”, pues la Administradora Colombiana de Pensiones, en 
uso del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, en la modalidad de lesividad, 
solicita la nulidad de la Resolución No. SUB 64680 del 8 de marzo de 2018, por medio de la cual la 
entidad demandante reconoció la pensión de vejez al señor Fabio Amaya Herrera.  
 

En cuanto a los “requisitos comunes de índole material”, la jurisdicción ha predicado que sobre 

estos hay unos sub-requisitos, a saber: i) que la medida cautelar sea necesaria para proteger y 

garantizar provisionalmente el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, y ii) que la cautela 

tenga relación directa con las pretensiones de la demanda. Justamente sobre este último requisito, 

es evidente que lo cumple la solicitud de medida cautelar, pues el argumento principal es que el acto 

administrativo acusado se expidió careciendo de competencia, en razón al régimen al cual se 

encuentra afiliado el demandado, por lo que se está generando un detrimento al erario, pues está 

desembolsando una pensión que no le corresponde, y bajo esa tesis es que se encuentra 

fundamentado el litigio.  

No obstante, al examinar la solicitud de suspensión se evidencia que esta no es materialmente 
necesaria para garantizar el objeto del proceso ni la efectividad de la sentencia, pues acudiendo a la 
jurisprudencia en cita no pueden lesionarse prerrogativas fundamentales que fueron legalmente 
reconocidas, situación que ocurre en este caso, pues recuérdese que la prestación reconocida al señor 
Fabio Amaya Herrera está amparada bajo el principio de legalidad y sólo podrá determinarse la 
entidad obligada a su pago verificando la situación del traslado de régimen pensional en el desarrollo 
del litigio.  
 
Entonces, con fundamento en la jurisprudencia transcrita, aparte de la confrontación del acto acusado 
con las normas invocadas como transgredidas por la demandante, en estos casos, se reitera, debe 
prevalecer el principio previsto en el artículo 103 del CPACA, relativo a que los procesos que se 
adelanten ante esta jurisdicción tiene por objeto la efectividad de los derechos reconocidos en la 
Constitución y en la Ley y bajo esa premisa no se pueden lesionar garantías fundamentales en el 
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momento de decretar medidas cautelares, ya que con ella se privaría al pensionado de su único 
ingreso, afectando su mínimo vital y los derechos fundamentales a la seguridad social en salud.  
 
Conforme a lo anterior, para determinar la transgresión de las normas invocadas se requiere una 

revisión exhaustiva del acto demandado, las pruebas valoradas en vía administrativa y las que se 

aporten en sede judicial y de acuerdo con ello establecer si debe declararse su nulidad, estudio que 

es propio de la sentencia. Por ende, se concluye que no se cumple el segundo requisito para que 

proceda la suspensión provisional solicitada, razón que releva de analizar si se reúne o no el tercer 

requisito señalado por el Consejo de Estado.”  (Cursiva fuera del texto original) 

 

RAZONES DE INCONFORMIDAD Y SUSTENTACION DEL RECURSO 

Como primera medida señalar que el despacho niega la solicitud de medida cautelar 

impetrada basándose en argumentos referentes a la forma en la que se solicitó la medida. 

Frente al tema es importante hacer hincapié en el principio de prevalencia de lo sustancia 

sobre lo formal, ratificando que el escrito, fueron detalladas cada una de las razones por las 

cuales es viable la imposición de la medida, además que en todo el texto de la demanda se 

incluyeron cada una de las normas violadas. 

Frente al tema, procedemos a remitirnos a la Jurisprudencia del H. Consejo de Estado – 

Subsección A de la Sección Segunda dentro del proceso de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho con radicado 05001-23-33-000-2013-01475, consejero Ponente William Hernández 

Gómez en auto de 3 de marzo de 2016, en la cual se manifestó: 

“En principio está expresamente consagrado en el artículo 228 de la Constitución Política 

de 1991, el artículo 1 de la Ley 270 de 7 de marzo de 1996 y el artículo 11 de la Ley 1564 de 

12 de julio de 2012, y erige sobre el criterio de la justicia material y garantía eficaz de 

la tutela de los derechos y bienes jurídicos reconocidos por la ley sustancial con la 

finalidad legitima de prevalecer sobre las formalidades. 

Ha de recordarse que esta corporación respecto de la prevalencia del derecho sustancial 

sobre el procesal, señaló: 

“El Consejo de Estado INTERPRETA la demanda tomando la orden constitucional de 

prevalencia del derecho sustancial. En efecto: La Carta de 1991 introdujo, entre sus muchas 

variaciones al Estado como parte fundamental, en materia de la Administración de 

Justicia el principio administrador en el proceso judicial relativo a la prevalencia del 

derecho sustancial (art. 228). Impuso al juzgador ver la materia real del litigio con 

prescindencia de la forma; le dio una capacidad de acción, y con ella lo convirtió en un 

verdadero rector del proceso con poderes de interpretación autentica, se recaba, al exigirle 

que los juicios deben ser expresión del derecho sustancial; y al no distinguir este, lo extendió 

al procedimiento y rituación del mismo y al acto de definición: la sentencia” 

Lo anterior permite evidenciar que el juzgador a efecto de garantizar el debido acceso a 

la administración de justicia debe evitar el exceso de ritual y por ende aplicar el 

principio de la prevalencia del derecho sustancial, favorabilidad e interpretación 

integral y coherente de la demanda, cuando la falta de técnica jurídica impida establecer 

de manera expresa lo pretendido por el administrado y “los elementos formalmente 

omitidos estén implícitos o pueden deducirse de su texto” (subrayado y negrita fuera de 

texto). 

En esos mismos términos, el Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo 

Sección Cuarta, Consejera Ponente: Stella Jeannette Carvajal Basto, primero (1) de agosto de 
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dos mil dieciocho (2018) Radicación número: 13001-23-31-000-2012-00408-01(22061), 

señaló:  

“…Por su parte, el artículo 228 de la Constitución Política consagra el principio de 

prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, que propende porque las normas 

procesales sean el medio que permita concretar o efectivizar los derechos sustanciales 

de los ciudadanos. En torno al tema, en sentencia T-386 de 2010, la Corte Constitucional 

precisó que el juez debe emplear los poderes que el Código de Procedimiento Civil le 

confiere en materia de pruebas para verificar los hechos alegados por las partes y evitar 

nulidades y providencias inhibitorias (art. 37 num. 4 ib.). Ello, con el fin de garantizar el 

acceso a la administración de justicia, el debido proceso y el principio de prevalencia 

del derecho sustancial sobre las formas y evitar así fallos inocuos. 

(…) 

En este caso, el Tribunal negó las pretensiones, por cuanto como la sociedad actora no 

aportó con la demanda el Acuerdo Nº 041 del 21 de diciembre de 2006 -el cual tiene el 

carácter de local-, en su entender, ello imposibilitó que realizara la comparación entre el 

acto administrativo demandado y las normas que se consideran vulneradas, de conformidad 

con el artículo 141 del C.C.A. Sin embargo, como lo señaló la jurisprudencia citada, tal 

decisión trasgrede a la actora los derechos fundamentales al debido proceso y de 

acceso a la administración de justicia…” 

Frente a lo anterior, es importante mencionar que en la demanda se exponen todas las 

normas que desvirtúan la legalidad del acto administrativo de cuya nulidad se pretende, 

adicional a lo anterior, en la solicitud de la medida, se exponen cada una de las razones por 

las cuales es necesario cesar los efectos del mismo a fin de evitar que se sigan generando 

efectos adversos para la entidad que represento.  

Honorable Togado dentro del proceso se encuentra acreditado que la prestación reconocida 

al demandado atenta contra el ordenamiento jurídico, dado que revisado su expediente 

pensional se evidencio que la entidad que represento no es la encargada para el 

reconocimiento de la prestación, teniendo en cuenta que el demandado al momento del 

reconocimiento no se le había resulta la novedad de múltiple vinculación   

 

Ahora bien, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011 fue claro al determinar los requisitos en 

virtud de los cuales se puede adoptar la suspensión provisional del acto acusado, 

estableciendo textualmente:  

“ARTÍCULO 231. REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS CAUTELARES. Cuando se 

pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos 

procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que 

se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y 

su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las 

pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento 

del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la 

existencia de los mismos. 

En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los 

siguientes requisitos:  

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho.  
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2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del derecho 

o de los derechos invocados.  

3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos y 

justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que 

resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que concederla.  

4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones:  

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 

 b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los 

efectos de la sentencia serían nugatorios”.   

Sin perjuicio de lo anterior, se debe precisar que, los argumentos esbozados por el Despacho 

se apartan de los requisitos específicos señalados por la norma, además que dejan de lado 

el principio de la prevalencia de lo sustancial sobre lo formal.  

También se denota la violación al principio de sostenibilidad financiera contemplado de la 

siguiente manera en el Acto Administrativo 001 de 2005. 

El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, 

respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda 

pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional 

que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto legislativo, 

deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas. 

Es de resaltar que este Acto Administrativo se expidió con el fin de modificar el artículo 48 

constitucional, el cual reza de la siguiente manera: 

ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio 

que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción 

a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que 

establezca la Ley. 

Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad 

Social. 

El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la 

cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios 

en la forma que determine la Ley. 

La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de 

conformidad con la ley. 

No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad 

Social para fines diferentes a ella. 

La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones 

mantengan su poder adquisitivo constante. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 

es el siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad 

financiera del Sistema Pensional, respetará los derechos adquiridos con 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2005.html#1
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arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con 

la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con 

posterioridad a la entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar 

la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas. 

(…) 

Se tiene entonces que el principio de sostenibilidad financiera, “lejos de limitar la 

ampliación paulatina de la cobertura y el mejoramiento de las condiciones de acceso a las 

prestaciones sociales que ofrece el sistema pensional, garantiza su materialización en 

condiciones de estabilidad para los afiliados activos” (Sentencia C-110 de 2019), por ende, 

debe declararse la nulidad de la resolución SUB 64680 del 8 de marzo de 2018, a través de 

la cual la Administradora Colombiana de Pensiones- COLPENSIONES, reconoce la prestación 

sin el lleno de los requisitos 

 

Por lo anterior solicito de forma respetuosa revocar la decisión tomada en el Auto 

Interlocutorio 0015 de fecha trece (13) de enero de dos mil veintitrés (2023).,, y en su lugar 

acceder a la suspensión provisional solicitada. 

 

Correo electrónico para 

notificaciones: paniaguabogota1@gmail.com teléfono:3197835448 

Atentamente; 

 

 

YASMIN ESTHER DE LUQUE CHACIN. - 

C. C. No. 36.560.872 de Santa Marta 

T. P. No. 135643 del C. Spr. de Jud. 
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__________________ 

 

     Señores: 

     JUZGADO 027 ADMINISTRATIVO DE LA SECCIÓN SEGUNDA DE BOGOTÁ 
E. S.D. 

 
ASUNTO                        : SUSTITUCION DE PODER 
REFERENCIA                : ACCION DE LESIVIDAD 
RADICADO                    : 11001333502720190046100 
DEMANDANTE              : ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 
DEMANDADO               : FABIO AMAYA HERRERA 

 
ANGELICA MARGOTH COHEN MENDOZA, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Sincelejo (Sucre), 
abogada en ejercicio e identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando como 
Representante Legal de la empresa PANIAGUA & COHEN ABOGADOS S.A.S  distinguida con el NIT N° 
9007387641, obrando en mi condición de Apoderada de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES – COLPENSIONES, a través de Escritura Pública N° 395 de fecha 12 de febrero de 2020 otorgada 
ante la Notaria Once (11) del circulo de Bogotá, acudo ante su despacho para manifestar que en cumplimiento 
del citado mandato y según lo consignado en la cláusula segunda, SUSTITUYO el poder a mi conferido con las 
mismas facultades inicialmente conferidas a la Suscrita, en favor de la doctora YASMIN ESTHER DE LUQUE 
CHACIN persona mayor de edad, Abogada en ejercicio e identificada con cédula de ciudadanía N°36.560.872 
de Santa Marta y T.P N°135643 del C.S. de la J. para que se haga parte dentro del presente proceso, presente 
demanda si fuere el caso y realice las actuaciones necesarias para el trámite y defensa judicial de la 
Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, siempre en procura de los intereses de la Entidad. 

 
Según el ART. 74 Inciso segundo parte final Del C.G.P las sustituciones de poder se presumen auténticas. En 
caso que se proponga conciliación judicial, ésta solo se podrá formular de manera estricta a los términos y con 
arreglo a los lineamientos que se señalen en el acta que gemita el Comité de Conciliación de Colpensiones. 

 

 
 

Atentamente, 
 

 
 
 

ANGELICA MARGOTH COHEN MENDOZA 
C. C. N° 32.709.957 de Barranquilla, Atlántico 
T. P. N° 102.786 del C. S. de la J. 

 

 
 

Acepto, 
 

 
 

YASMIN ESTHER DE LUQUE CHACIN 
C.C. No36.560.872 de Santa Marta 
T. P. No136643 del C.S. de la J. 

 

mailto:paniaguacohenabogadossas@gmail.com


Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner



Scanned by CamScanner


